
 
 
 
 
 

 

A LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 

 

Don Miguel Ángel Gutiérrez Vivas, Portavoz sustituto del Grupo Parlamentario 

Ciudadanos, al amparo de lo establecido en el artículo 193 y siguientes del vigente 

Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Proposición no de 

ley de medidas para la lucha contra el fraude fiscal en España para su debate en 

Pleno. 

 

Congreso de los Diputados, 14 de marzo de 2016 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Miguel Ángel Gutiérrez Vivas 

Portavoz Sustituto del Grupo Parlamentario de Ciudadanos. 

 

 

 

 

Francisco de la Torre Díaz.  

Diputado del Grupo Parlamentario de Ciudadanos.  

 

 

 

 



 
 
 
 
 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El fraude fiscal en España ha alcanzado en los últimos años, según la 
generalidad de las estimaciones realizadas, un volumen que se sitúa en torno al 8% del 
PIB anual (lo que equivale a unos 80.000 millones de euros que se dejan de recaudar 
cada año). Si siempre ha sido injustificable, en la actual coyuntura, con un déficit en las 
cuentas públicas que sigue sin enmendarse, como ha puesto de manifiesto 
recientemente la Comisión Europea, resulta ineludible desplegar una lucha decidida en 
su contra. La existencia de bolsas de economía sumergida y de actividades no 
declaradas atenta contra la equidad en el reparto de las cargas fiscales y constituye un 
ejercicio de competencia desleal con aquellos empresarios y profesionales que sí 
cumplen honestamente con sus obligaciones fiscales.  Si, por las razones económicas 
apuntadas, es tarea ineludible, todavía lo es más debido a razones de ética social o de 
conciencia ciudadana, que se han visto perjudicadas por la amnistía fiscal aprobada en 
2012 por el actual gobierno del PP en funciones. La amnistía fiscal del Sr. Montoro y 
del Sr. Rajoy constituyó un enorme fracaso y ha sido objeto de durísimas críticas y 
merecidas de la ciudadanía. 
 

La lucha contra el fraude fiscal constituye una obligación y una responsabilidad 
de los poderes públicos (legislativo, ejecutivo y judicial) en sus diferentes ámbitos de 
actuación (estatal, regional y local) así como de la sociedad en su conjunto, de todos y 
cada uno de los ciudadanos. En consecuencia, no cabe reservar en exclusiva el 
cumplimiento de esta tarea a las diferentes Administraciones Tributarias, aunque es 
evidente que a ellas les corresponde asumir el liderazgo en este campo. A todos los 
poderes públicos corresponde diseñar el marco jurídico, organizativo y financiero en el 
que aquellas deben desarrollar su actuación, ajustándose a una planificación anual en 
la que se seleccionen los objetivos y se instrumenten las medidas que garanticen la 
eficacia y eficiencia en la consecución de aquellos. 
 

El actual gobierno en funciones ha hecho de la lucha contra el fraude fiscal una 
de sus banderas. Sin embargo, este ejecutivo mantiene una Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria infradotada de medios humanos y materiales si se la 
compara con los países de nuestro entorno y cuyo presupuesto se ha venido 
recortando en los últimos años. Tampoco se ha realizado la necesaria labor de 
pedagogía social para concienciar a los ciudadanos de que el fraude fiscal constituye 
una gravísima lacra en nuestra sociedad. 
 

Por ello, es necesario introducir nuevas medidas de tipo legal y organizativo, 
que deben ir acompañadas de los medios materiales y humanos necesarios para su 
puesta en práctica, así como de una decidida e inquebrantable voluntad política de 
luchar contra el fraude fiscal que aqueja a nuestra sociedad y compromete nuestro 
futuro.  
 

 



 
 
 
 
 

 

Estas medidas son principalmente:  
 
1. Se exigirán los 2.800 millones de euros que el anterior Gobierno perdonó 
ilegalmente a los defraudadores de la amnistía fiscal, y se remitirán a los Tribunales 
todos los casos de acogidos a la amnistía en donde existen indicios de delitos 
relacionados con la corrupción o de blanqueo de capitales. 

 
El gobierno en funciones, a través de la Dirección General de Tributos de 27 de junio 
de 2012, suavizó, aún más, las condiciones de la amnistía fiscal, permitiendo, 
ilegalmente en opinión de los inspectores de Hacienda, que los defraudadores pagasen 
el 3% en lugar del 10% legalmente previsto. La Agencia Tributaria comprobará y 
liquidará a estos defraudadores para recaudar los 2.800 millones de euros que se 
dejaron de ingresar. Además, se remitirán urgentemente a los Tribunales todos 
aquellos casos donde existen indicios de otros delitos distintos del fiscal. 
Especialmente, se remitirán los más de 600 casos de funcionarios y políticos, en manos 
del SEPBLAC, y que se acogieron a la amnistía para que justifiquen el origen del dinero 
regularizado. 
 
2. Promover las normas oportunas para que las entidades financieras informen sobre 
las operaciones de sus clientes en sus filiales en paraísos fiscales, en las mismas 
condiciones que dan información de los demás clientes. 
 
Para la ciudadanía resulta inadmisible que las entidades financieras, que todas ellas en 
una medida u otra han recibido ayudas públicas, no colaboren plenamente con la 
Hacienda Pública, facilitando la información necesaria para asegurar que todos 
cumplan con sus obligaciones fiscales como establece la Constitución en su artículo 31. 
 
3. Se reforzará el Servicio de Prevención del Blanqueo de Capitales (SEPBLAC), y se 
endurecerán las multas a los bancos que cooperen en el blanqueo o en el fraude de 
sus clientes. 
 
Resulta lamentable la situación de falta de medios del SEPBLAC, y que no haya una 
respuesta sancionadora eficaz cuando el sistema financiero se utiliza para canalizar 
fondos procedentes de todo tipo de delitos económicos. Para luchar contra los delitos 
económicos, entre ellos los de corrupción, es esencial seguir el rastro del dinero, para 
lo que se debe potenciar el SEPBLAC y sancionar de forma contundente cualquier tipo 
de colaboración en ocultar el dinero o reintroducirlo en el circuito legal. 
 
4. Se devolverá a la Agencia Tributaria el control fiscal de las SICAV, haciendo que las 
que no sean auténticas instituciones de inversiones colectivas no tributen al tipo 
privilegiado del 1% sino al tipo general del impuesto de sociedades. 
 
La Inspección de Hacienda, merced a una ley aprobada por el PP, PSOE y CiU, no puede 
controlar a las SICAV. En un Estado de Derecho, el control de las normas fiscales 
corresponde a la Agencia Tributaria, y no a instituciones que tienen otras funciones 



 
 
 
 
 

 

como la CNMV. En consecuencia, resulta imprescindible devolver el control fiscal de las 
SICAV a la Inspección de Hacienda y promover la apertura de las SICAV, de tal forma 
que cualquier ciudadano pueda invertir en las mismas condiciones que los dueños 
reales de las SICAV, para que las mismas sean instituciones de inversión colectiva y no 
vehículos de inversión privada de grandes fortunas, que son perfectamente lícitos pero 
que en ese caso deben tributar como cualquier otra sociedad. 
 
 
5.  Eliminar el régimen de ETVE, y revisar la lista de paraísos fiscales, volviendo a 
incluir en la misma a aquellos Estados que no cooperan de forma efectiva con la 
Administración Tributaria Española. 
 
El régimen de ETVE permite recibir exentas plusvalías y dividendos externos, deducirse 
parcialmente los gastos financieros, los ingresos no suman, los gastos sí restan; e 
increíblemente consolidar es decir incluir estos resultados negativos en la base de los 
grupos españoles. En resumen, este régimen cuesta muchísimo dinero a los españoles 
sin que sus beneficios estén nada claros. Por otra parte, hay varios territorios que 
España ha sacado de su lista de paraísos fiscales y que no cooperan con España en la 
lucha contra el fraude fiscal y el blanqueo de capitales, con lo que es necesaria una 
revisión de la lista. 
 
 
6. Se establecerá el derecho de los consumidores a pagar cualquier bien o servicio 
cuyo importe supere los 10 euros a través de tarjeta de crédito.  
 
La finalidad de esta medida es reducir la circulación de efectivo, y mejorar y ampliar la 
información que la Agencia Tributaria dispone para la gestión tributaria. Al mismo 
tiempo se negociará la rebaja de las comisiones de las entidades de crédito. Por 
último, se establecerá una declaración informativa para las tarjetas de compra análoga 
a la vigente para tarjetas de crédito. 
 
7. Se afrontará urgentemente una reforma sustancial del delito fiscal. 
 
Esta reforma incluiría fundamentalmente un plan de choque en los Tribunales para 
sustanciar la resolución de los juicios pendientes por este delito, donde hay más de 
6.000 millones suspendidos y sin garantía en cuotas presuntamente defraudadas. Por 
otra parte, se endurecerán las penas por este delito, especialmente en los supuestos 
más graves. Por último, se limitarán los supuestos en los que se puede rebajar la pena 
del delito cuando se paga una vez iniciada la instrucción penal. 
 
8. Se potenciarán los medios y la autonomía de la Agencia Tributaria. 
 
El Gobierno cumplirá con un mandato legal incumplido durante más de veinte años y 
redactará el Estatuto de la Agencia Tributaria con el objetivo de devolver a la Agencia 
Tributaria su independencia y profesionalidad. Por otra parte, resulta ineludible 



 
 
 
 
 

 

incrementar sustancialmente recursos a fin de que vayan equiparándose a los de los 
países de nuestro entorno. Por cada euro invertido en administración tributaria se 
obtiene un retorno directo de ocho. Este incremento de medios incidirá especialmente 
en el Departamento de Recaudación, ya que existen más de 50.000 millones de euros 
pendientes de cobro. 
 
9. Se pondrán en marcha un programa de educación cívico tributaria. 
 
Para cambiar la conciencia fiscal de parte de nuestra sociedad es necesario insistir 
desde la escuela que sólo cumpliendo con las obligaciones cívicas, incluyendo la de 
pagar los impuestos legalmente establecidos, es posible construir una sociedad más 
civilizada y más justa. 
 
 

 
 

Por todo ello, el Grupo Parlamentario de Ciudadanos presenta la siguiente 
 

 

PROPOSICIÓN NO DE LEY 

 

“El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a reforzar la lucha contra el fraude 
fiscal adoptando, entre otras, las siguientes medidas: 
 
1. Se exigirán los 2.800 millones de euros que el anterior Gobierno perdonó 
ilegalmente a los defraudadores de la amnistía fiscal, y se remitirán a los Tribunales 
todos los casos de acogidos a la amnistía en donde existen indicios de delitos 
relacionados con la corrupción o de blanqueo de capitales. 
 
2. Promover las normas oportunas para que las entidades financieras informen sobre 
las operaciones de sus clientes en sus filiales en paraísos fiscales, en las mismas 
condiciones que dan información de los demás clientes. 
 
3. Se reforzará el Servicio de Prevención del Blanqueo de Capitales (SEPBLAC), y se 
endurecerán las multas a los bancos que cooperen en el blanqueo o en el fraude de 
sus clientes. 
 
4. Se devolverá a la Agencia Tributaria el control fiscal de las SICAV, haciendo que las 
que no sean auténticas instituciones de inversiones colectivas no tributen al tipo 
privilegiado del 1% sino al tipo general del impuesto de sociedades. 
 
5.  Eliminar el régimen de ETVE, y revisar la lista de paraísos fiscales, volviendo a 
incluir en la misma a aquellos Estados que no cooperan de forma efectiva con la 
Administración Tributaria Española. 
 



 
 
 
 
 

 

6. Se establecerá el derecho de los consumidores a pagar cualquier bien o servicio 
cuyo importe supere los 10 euros a través de tarjeta de crédito.  
 
7. Se afrontará urgentemente una reforma sustancial del delito fiscal. 
 
8. Se potenciarán los medios y la autonomía de la Agencia Tributaria. 
 
9. Se pondrán en marcha un programa de educación cívico tributaria.”  


